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I. RESUMEN

1. El 9 de junio de 2000, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional –CEJIL (en adelante “las peticionarias”) en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de Colombia (en adelante “el Estado” o “el Estado colombiano”) por los hechos relacionados con la muerte del defensor de derechos humanos Jesús Ramiro Zapata (en adelante “la presunta víctima) ocurrida el 3 de mayo de 2000 en el municipio de Segovia, Antioquia, y la falta de esclarecimiento judicial de los hechos. 
2. Los peticionarios alegan que los hechos denunciados configuran violaciones a los derechos consagrados  en los artículos 4, 5, 7, 8, 13, 11, 16, 22 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) en perjuicio de la presunta víctima y sus familiares, en conexión con el artículo 1.1 y 2 del mismo instrumento.  El Estado por su parte, alegó que la petición debe declararse inadmisible en virtud del artículo 46.1.a de la Convención, dado que realizó las gestiones necesarias para proteger la vida del señor Jesús Ramiro Zapata, que éste se negó a recibir las medidas de protección ofrecidas, y que desde su retorno a la ciudad de Segovia no recibió denuncia alguna sobre nuevos riesgos y amenazas a la presunta víctima.  Agrega asimismo que actualmente se encuentra en trámite un proceso penal para esclarecer los hechos que rodearon su homicidio y sancionar a los responsables.
3. Tras analizar las posiciones de las partes, la CIDH concluyó, sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, que es competente para decidir el reclamo presentado por los peticionarios, por lo que el caso es admisible a la luz de las presuntas violaciones de los artículos 4, 5, 7, 8, 11, 13, 16, 22 y 25 en concordancia con el artículo 1 de dicho Tratado, e inadmisible respecto de las alegadas violaciones en el artículo 2 del mismo.  Asimismo, decidió notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en el Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 5 de diciembre de 1997, la Comisión recibió un solicitud de medidas cautelares presentada por el señor Jesús Ramiro Zapata.  Tras el análisis de la solicitud, mediante nota de 11 de febrero de 1998 la Comisión solicitó al Estado colombiano la adopción de medidas cautelares para proteger su vida e integridad personal. Durante la vigencia de las medidas cautelares la CIDH recibió comunicaciones de ambas partes relacionadas con la situación del señor Jesús Zapata y la implementación de las medidas cautelares.  Luego de ser informada sobre el asesinato del señor Zapata
 y sus circunstancias, la CIDH solicitó información urgente al Estado mediante comunicación de 5 de mayo de 2000.  El Estado de Colombia presentó su respuesta el 15 de mayo de 2000.  Con posterioridad a esta comunicación, el 23 de mayo de 2003 la CIDH reiteró su solicitud al Estado de informar sobre las medidas específicas que había adoptado para proteger al señor Zapata, sin recibir respuesta por parte del Estado.
5. El 9 de junio de 2000 la Comisión recibió una petición relacionada con la muerte del selir Zapata y la registró bajo el número 12.295, dicha petición fue trasladada al Estado el 21 de junio de 2000 para que presentara sus observaciones.  Posteriormente, con fecha 26 de junio de 2000, la Comisión recibió información adicional en relación a la petición, cuyas partes pertinentes fueron debidamente trasladadas al Estado.  El Estado presentó su respuesta el 3 de octubre de 2000, la cual fue puesta en conocimiento de las peticionarias quienes presentaron sus observaciones el 4 de enero de 2001. 
6. El 29 de febrero de 2001, en el marco del 110º período ordinario de sesiones, la CIDH celebró una audiencia sobre el caso con presencia de los peticionarios y los representantes del Estado. Los peticionarios presentaron escritos de fecha 9 de septiembre de 2002 y 29 de mayo de 2003, los cuales fueron debidamente trasladados al Estado.  Mediante comunicación de 15 de octubre de 2008, la CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios. Los peticionarios presentaron dicha información el 25 de mayo y 1 de junio de 2012, la cual fue trasladada al Estado.  Finalmente, el Estado presentó escrito de fecha 26 de diciembre de 2012 con sus observaciones al escrito de las peticionarias, las cuales fueron trasladadas a las peticionarias para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de las peticionarias

7. Las peticionarias señalan que el señor Jesús Ramiro Zapata fue un defensor de derechos humanos en la ciudad de Segovia, ubicada en la región nordeste del departamento de Antioquia, zona fuertemente afectada por el conflicto armado en Colombia.  Agregan que se desempeñaba como docente de la escuela “María Goretti” desde 1990; que fue miembro del sindicato “ADIDA” y militante de la “Unión Patriótica”. Indican que el señor Zapata fue Coordinador del Comité de Derechos Humanos de Segovia y que fue también miembro integrante del Colectivo “Semillas de Libertad”, organización que agrupaba a diversas organizaciones defensoras de derechos humanos en Antioquia.  Señalan igualmente que, desde febrero de 1993, el señor Zapata fue designado por el Concejo Municipal de Segovia como defensor de derechos humanos, cargo bajo el cual impulsó investigaciones sobre las masacres que habrían ocurrido en 1988, 1996 y agosto de 1999 en dicho municipio y  en las cuales habrían presuntamente participado paramilitares en cooperación con miembros de las fuerzas militares.
8. Las peticionarias manifiestan que, como consecuencia de su actividad de defensa de los derechos humanos, durante los años previos a su muerte el señor Zapata vivió constantemente amenazado, hostigado, y que fue señalado y calificado por las autoridades militares falsamente como “subversivo”. Así, señalan que, en 1994, fueron amenazados todos los integrantes del Comité de Derechos Humanos de Segovia, al cual pertenecía el señor Zapata, por parte de grupos paramilitares.   Asimismo, indican que en el año de 1996 el señor Zapata fue acusado por un funcionario del Estado que habría participado en una masacre ocurrida en Segovia el 22 de abril de 1996, de haber realizado un “montaje judicial” para involucrarlo.  Igualmente, indican que, el 25 de mayo de 1996, se habría efectuado un allanamiento al domicilio del señor Zapata por parte de la fuerza pública, argumentando que era “promotor de Derechos Humanos en el nordeste antioqueño e integrante de la estructura delincuencial del E.L.N.,” y que, en dicho allanamiento, funcionarios del Estado habrían introducido deliberadamente en la vivienda del señor Zapata material explosivo para justificar la detención de uno de sus familiares, en vista de que el señor Zapata no se encontraba en su domicilio.  Señalan, igualmente, que el 18 de julio de 1996 el señor Zapata habría sido detenido por cerca de 5 horas por la Fiscal Local 245 de Medellín alegando que la cédula de ciudadanía mostrada por el señor Zapata podría ser un documento falso.

9. Sostienen que los actos de hostigamiento continuaron en 1997, año en el cual se siguieron diversas investigaciones penales en contra del señor Zapata utilizando por fundamento informes de inteligencia militar y declaraciones de testigos reservados.  Al respecto, mencionan que fue acusado falsamente de haber participado en el secuestro del Registrador Municipal de Segovia; que fue acusado en dos ocasiones por el delito de rebelión; que se le imputó sin prueba alguna haber participado en reuniones y mantenido vinculaciones con la subversión, así como organizado marchas y mítines en contra de la autoridad y atentados contra la fuerza pública.  Asimismo, indican que en su calidad de integrante del colectivo “Semillas de Libertad”, la presunta víctima fue acusada injustamente de atentar contra la seguridad del Estado
. 

10. Sostienen que el 13 de agosto de 1997 un comandante del Batallón de Inteligencia elaboró un informe en el cual expresaba, entre otras cosas, que el Señor Zapata era integrante de las milicias y que presidía el “Colectivo  Semillas de Libertad”, organización cuya verdadera naturaleza sería ser un organismo de la “subversión” y que, en repetidas ocasiones, habría realizado “montajes” a la fuerza pública sobre supuestas violaciones a los derechos humanos, con el ánimo de entablar cuantiosas demandas al Estado. Indican que el 28 de agosto de 1997 se presentó un nuevo informe de inteligencia en el cual se indicó, entre otras cosas, que el señor Zapara era un militante activo de la “Unión Patriótica”.
11. Sostienen que como consecuencia de las amenazas y la situación de permanente hostigamiento a través de los procesos judiciales y actividades de inteligencia en su contra, el señor Zapata desde marzo de 1997 se vio en la obligación de desplazarse para proteger su vida y la de sus seres queridos, suspendiendo su actividad como docente y defensor de derechos humanos en Segovia.  Los peticionarios afirman que el señor Zapata permaneció desplazado en Medellín durante 18 meses.
12. Afirman que durante el segundo semestre de 1997 el señor Jesús Ramiro Zapata fue acogido por el Comité Especial de Docentes Amenazados de la Secretaría de Educación de la Gobernación de Antioquia.  Asimismo, señalan que el señor Zapata solicitó medidas cautelares para  proteger su vida durante la visita in loco realizada a Colombia por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y que habría formalizado su solicitud el 5 de diciembre de 1997.  Sostienen que mediante comunicación del 11 de febrero de 1998, la Comisión solicitó al Estado que adopte las medidas necesarias para proteger la vida e integridad del señor Zapata.
13.
Afirman que atendiendo a las medidas cautelares otorgadas por la CIDH, la Unidad Administrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior llevó a cabo el 18 de marzo de 1998 una reunión con el señor Zapata.  Agregan que en dicha oportunidad, el señor Zapata manifestó su intención de retornar a la ciudad de Segovia debido a que, pese a su solicitud de ser trasladado como docente a zonas donde contara con seguridad, la autoridad administrativa en materia de educación lo sancionó por “abandono de cargo” y le suspendió su contrato de docente y el pago de sus salarios, colocándolo en una precaria situación económica que lo obligaba a retornar a la ciudad de Segovia para continuar con su trabajo, pese al riesgo que ello implicaba para su vida y seguridad. Indican que en dicha reunión las autoridades acordaron apoyar al señor Zapata para que continuara ejerciendo en Segovia sus labores en un ambiente de seguridad; para ello enviarían comunicaciones a diversas autoridades civiles y militares, presentando su caso, informando de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH, y solicitando su colaboración. 
14.
Las peticionarias afirman que entre marzo y abril de 1998 dichas comunicaciones se enviaron a diversas autoridades del Municipio de Segovia. Sin embargo, el Estado no habría protegido debidamente a la presunta víctima pues al regreso del señor Zapata a Segovia las estructuras paramilitares se habrían fortalecido y el Estado no habría logrado erradicar las fuentes del riesgo ni acudido en su ayuda cuando éste la solicitó.  Mencionan así, específicamente, que el señor Zapata denunció el 9 de noviembre de 1998 a un militar que no logró identificar, porque éste se negó a prestarle ayuda cuando estaba siendo objeto de seguimiento por un sujeto desconocido.  Indican asimismo que días antes de su muerte, el señor Zapata denunció a diferentes autoridades que después de una incursión paramilitar, entre el 15 y 28 de abril de 2000, algunos paramilitares de la zona estaban indagando sobre su paradero.  Sin embargo, las autoridades habrían hecho caso omiso de su llamado para protegerlo.

15.
Las peticionarias  afirman que en vista de la situación de riesgo en que se encontraba el señor Zapata dirigió una carta a su abogado el día 2 de mayo de 2000, donde le comentaba que su seguridad no había mejorado y que las autoridades se negaban a brindarle garantías y protección.  Asimismo sostienen que un sobrino del señor Zapata manifestó que durante esa época el señor Zapata recibió varias llamadas de amenazas, y que este hecho coincidió con pintas de carros presuntamente realizadas por el grupo paramilitar “Autodefensas Unidas de Colombia” y el homicidio de tres personas más en la zona.

16.
Relatan que el 3 de mayo de 2000, mientras se encontraba en un billar en la cuidad de Segovia, el señor Zapata fue tomado por la fuerza por dos sujetos armados, quienes se identificaron como “miembros de las Autodefensas de Carlos Castaño”, lo obligaron a subir a un taxi, lo condujeron a una zona denominada “El Marmajito” y lo ejecutaron con un tiro en la parte posterior de la cabeza, antes de dispararle repetidas veces al cuerpo.  Afirman que ninguna autoridad acudió al lugar donde se encontró el cuerpo de la presunta víctima para hacer el levantamiento del cadáver, pese a que fueron informados por los familiares de manera inmediata. Señalan que fueron los propios familiares quienes tuvieron que levantar el cuerpo sin vida de la presunta víctima, llevarlo a su casa, y al día siguiente llevarlo al Hospital “San Juan de Dios de Segovia”, donde se realizó la necropsia.
17.
 Las peticionarias sostienen que estos hechos dieron lugar a un proceso penal tramitado por la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación bajo el radicado UDH 782.  En dicho proceso, señalan, se habrían practicado varias pruebas forenses y recopilado algunos testimonios respecto de quienes serían los posibles autores del crimen; sin embargo, destacan que hasta la fecha tales hechos permanecen en la impunidad, sin que la fiscalía haya abordado las posibles líneas de investigación para identificar a los autores materiales e intelectuales del crimen.  Sostienen asimismo que la Unidad Nacional para la Justicia y Paz informó el 16 de mayo de 2011 que el homicidio del señor Zapata “se encuentra asignado al despacho 45 Bloque Metro pero aun no ha sido confesado”.  Las peticionarias sostienen que no se han investigado debidamente ni a paramilitares ni funcionarios de la fuerza pública que podrían haber participado en el crimen, pese a que según señalan existirían indicios suficientes para hacerlo. 

18.
Asimismo, las peticionarias afirman que el Estado no ha demostrado que haya realizado una investigación seria y efectiva para determinar las razones por las cuales las medidas cautelares dictadas por la Comisión para proteger la vida de la presunta víctima no fueron atendidas, ni que se haya sancionado a los responsables por la omisión en brindar la protección cautelar ordenada.  Afirman que, si bien el 7 de julio de 2000 se abrió una indagación preliminar sobre esta materia, la Procuraduría Provincial de Puerto Berrío habría archivado definitivamente la causa en el año 2009, por considerar que no existía mérito ni pruebas suficientes para la apertura formal de una investigación disciplinaria. 

19.
Agregan también que los familiares del señor Zapata han presentado una demanda de reparación directa en la vía contencioso administrativa contra la Policía Nacional, el Ejército Nacional, y los Ministerios del Interior, Justicia y Defensa, la cual se encuentra en etapa probatoria ante el Juzgado 10 Administrativo de Segovia, bajo el radicado Nº 05001233100020020232200.
20.
Con relación al agotamiento de los recursos internos, las peticionarias invocan la excepción regulada en el artículo 46.2(c) de la Convención, por considerar que hay un retardo injustificado en la tramitación del proceso penal, que sigue en etapa de instrucción pese a haber transcurrido más de once años desde la ejecución de la presunta víctima.
21.
Finalmente, las peticionarias consideran que los hechos vinculados a los actos de permanente hostigamiento, amenaza, y ejecución extrajudicial de la presunta víctima, beneficiaria de medidas cautelares otorgadas por la CIDH, y la impunidad en que se mantendrían estos hechos y la omisión de protección por parte del Estado, caracterizan la violación de los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la  integridad), 7 (derecho a la libertad y seguridad personales),  8 (garantías judiciales), 13 (libertad de expresión), 11 (derecho a la honra y respeto de la dignidad), 16 (libertad de asociación) 22 (derecho de circulación y residencia), y 25 (derecho a la protección judicial), en conexión con el artículo 1.1 (obligación estatal de respetar y garantizar los derechos) de la Convención.  Asimismo, indican que se ha caracteriza una violación al artículo 5 (derecho a la integridad) en perjuicio de los familiares de la presunta víctima, por el sufrimiento psíquico y moral que han padecido por causa de los mismos hechos, perpetrados en contra de su ser querido.

22.
Por otro lado, las peticionarias se refieren a la violación de la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno prevista para hacerlos efectivos, pues consideran que el Estado no ha agotado las medidas pertinentes que permitan garantizar la vigencia de las medidas de protección a los defensores de los derechos humanos.
B. Posición del Estado

23.
El Estado sostiene que atendiendo a la calidad de defensor de derechos humanos y beneficiario de medidas cautelares otorgadas por la CIDH que tenía el señor Jesús Ramiro Zapata realizó múltiples gestiones para proteger su vida e integridad.  En primer lugar, indica que el 5 de marzo de 1998 el Ministerio del Interior se comunicó con el señor Zapata y acordó celebrar una reunión el 10 de marzo con el fin de acordar las medidas de protección. Señalan que al día siguiente, el Ministerio remitió oficio al señor Zapata adjuntando tiquete aéreo Medellín-Bogotá- Medellín.  No obstante ello, el 10 de marzo el Área de Protección a Testigos y Personas Amenazadas informó que el señor Zapata no se hizo presente en la reunión.
24.
Señala que el 18 de marzo de 1998 el señor Zapata se reunió con delegados de la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y del Ministerio del Interior a fin de discutir cuáles serían las posibles medidas de protección que se le podría brindar.  Afirma que en dicha oportunidad, el señor Zapata manifestó su intención de retornar a la ciudad de Segovia, pues consideraba que el nivel de riesgo que se presentaba anteriormente ya no existía, ante lo cual los delegados presentes acordaron colaborar con su retorno.

25.
Sostiene que para tal propósito, se cursaron comunicaciones a las diversas autoridades civiles y militares de la región informando del caso del señor Zapata, de las medidas cautelares solicitadas por la CIDH, sus implicaciones, y la necesidad de brindarle apoyo para que retornara a Segovia y pueda seguir ejerciendo con normalidad sus actividades de docencia y defensa de los derechos humanos.  Señala asimismo que la Policía Nacional informó “sobre todas las gestiones adelantadas a fin de  adoptar medidas de protección a favor del señor Zapata, las cuales incluían el estudio de su nivel de riesgo, la investigación del origen y circunstancias en que se presentaron las amenazas en contra del señor Zapata”.
26.
Sostiene que mediante nota de 16 de julio de 1998 los peticionarios informaron que el señor Zapata regresaría a su domicilio a partir del 13 de julio de ese año.  El Estado afirmó que los representantes del señor Zapata habrían informado que “no quiere escoltas de la fuerza Pública, Ejército, policía, DAS u otros.  Tampoco quiere que se le cuide la casa, pero sí que se le garantice su labor docente en ese municipio (Segovia) lo mismo que su trabajo en derechos humanos”.

27.
Señala que desde 1998 el señor Zapata no informó ni presentó quejas ante las autoridades sobre nuevas amenazas, pues el Alcalde de Segovia, la Inspectora de Policía y Tránsito Municipal, y el Departamento de Policía de Antioquia informaron que no recibieron denuncia alguna al respecto.  Indica que las personas que atentaron contra la vida del señor Zapata no fueron agentes del Estado, ni actuaron bajo su supervisión, tutela, tolerancia o aquiescencia, por lo que no sería posible responsabilizar al Estado por estos hechos, sea de manera directa o indirecta.  Por lo tanto, el Estado señala que no tuvo conocimiento de la existencia previa de un riesgo y que no tuvo manera efectiva para impedir un hecho totalmente imprevisto como su asesinato.  Puntualizan al respecto, que señor Zapata habría manifestado la forma en que se implementarían las medidas otorgadas, y atendiendo a su deseo éstas fueron garantizadas a través de su retorno y seguridad para ejercer su labor como docente y defensor de derechos humanos.  
28.
En cuanto al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna, el Estado sostiene que las peticionarias no han demostrado haber agotado los recursos internos, porque si bien los hechos de la presente petición ocurrieron en el año 2000, aún se están realizando todas las gestiones dirigidas a investigar y sancionar a los responsables del asesinato del señor Zapata. Informa que la investigación se encuentra a cargo de la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía de la Nación bajo el radicado 782.  Afirma de manera general, que la labor de investigación ha sido constante, si bien aún se encuentra en etapa preliminar, y que pese a la evidencia y al material probatorio allegado a la investigación, no ha sido posible establecer una relación de causalidad entre esta evidencia y un grupo o persona determinados, aunque a la fecha no existen elementos para presumir la participación de miembros de la fuerza pública en estos hechos.  Agrega que la investigación no adolece de retardo injustificado, pues el retardo se ha debido a la difícil situación que enfrenta la región, a la falta de colaboración de la ciudadanía, a la complejidad y características del crimen, y al modus operandi de los grupos delincuenciales que ejercían sus actividades en la zona de los hechos. 
29.
En cuanto a la indagación disciplinaria, el Estado informa que por los hechos vinculados a la petición se iniciaron tres actuaciones distintas, por supuesta falta de protección del señor Zapata.  De ellas, dos fueron archivadas por falta de mérito en noviembre de 1998, y en octubre de 2003, respectivamente.  En la tercera indagación, seguida por la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales bajo el radicado 009-045340-2000, se habría ordenado abrir una investigación preliminar contra algunos miembros de la fuerza pública por omisión en la protección del señor Zapata, con fecha 12 de junio de 2000, lo que aún se encontraría en trámite.
30.
Finalmente, el Estado señala que en la petición no se caracterizan hechos que configuren la responsabilidad del Estado por acción o por omisión, ni de forma directa o indirecta y que los hechos objeto de la petición son responsabilidad exclusiva de terceros, por lo tanto solicita a la Comisión que declare la inadmisibilidad del caso.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A. Competencia

31.
Las peticionarias se encuentran facultadas, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quien el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión observa que Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó el correspondiente instrumento de ratificación, por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

32.
Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio colombiano, Estado Parte en dicho tratado. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

33.
El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.
34.
El artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a)
no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b)
no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 

c)
haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

35.
En el presente caso, el Estado alega que no se han agotado los recursos de la jurisdicción interna conforme lo previsto en el artículo 46.1.a de la Convención, porque aún se encontraría pendiente el proceso penal iniciado respecto del homicidio del señor Zapata, afirmando que se habrían logrado importantes avances aunque no se haya logrado determinar ni sancionar a los responsables. Indica que lo anterior se debe a la difícil situación de la región en la que se ubica la ciudad de Segovia, la falta de colaboración de la ciudadanía, la complejidad y características del crimen, y al modus operandi de los grupos delincuenciales que ejercían sus actividades en la zona de los hechos.  Las peticionarias, por su parte, solicitan se dé aplicación a la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención por retardo injustificado en la resolución de los recursos interpuestos a nivel interno.
36.
En primer término, corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso.  La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que

la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.

37.
Los precedentes establecidos por la Comisión reconocen que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La CIDH considera que los hechos alegados en el presente caso involucran la presunta vulneración de derechos fundamentales como la vida, que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio y que por lo tanto es este proceso, impulsado por el Estado mismo, el que debe ser considerado a los efectos de determinar la admisibilidad del reclamo.  La Comisión reitera que conforme a su práctica reiterada el análisis que corresponde realizar es a partir de la situación vigente al momento del pronunciamiento de admisibilidad a la luz de las circunstancias actuales
.
38.
En el presente caso, la Comisión observa que los hechos expuestos con relación al asesinato del defensor de derechos humanos Jesús Ramiro Zapata el día 3 de mayo de 2000 se traducen en la legislación interna en conductas delictivas perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada por el propio Estado colombiano.
39.
La Comisión observa que, como regla general, una investigación penal debe realizarse prontamente para proteger los intereses de las víctimas, preservar la prueba e incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investigación sea considerada sospechosa
.  Asimismo, según ha señalado la Corte Interamericana desde sus sentencias iniciales, si bien toda investigación penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se detenga o se demore hasta la inutilidad
.
40.
En el presente caso, la Comisión observa que por la muerte del señor Zapata la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, habría iniciado desde el 17 de mayo de 2000 una investigación por los hechos, que, tras el paso de 13 años, continúa en etapa preliminar sin determinar a los responsable que participaron en el homicidio del señor Jesús Ramiro Zapata.  En consecuencia, dadas las características específicas del presente caso, la Comisión considera que a efectos del análisis de admisibilidad es procedente la aplicación de la excepción prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana.
41.
En cuanto a los otros recursos a los cuales hacen referencia las partes, la Comisión ha sostenido anteriormente que las decisiones emitidas en los órdenes disciplinario y contencioso administrativo no constituyen los recursos judiciales idóneos previstos en el artículo 46.1 de la Convención.  La jurisdicción disciplinaria no constituye una vía suficiente para juzgar, sancionar y reparar las consecuencias de violaciones a los derechos humanos.  La jurisdicción contencioso administrativa, por otra parte, es un mecanismo que procura la supervisión de la actividad administrativa del Estado, y que únicamente permite obtener una indemnización por daños y perjuicios causados por abuso de autoridad.  Consecuentemente, en un caso como el presente no es necesario agotar estos recursos antes de recurrir al sistema interamericano
.
42.
La CIDH reitera que la invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46(2) de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías judiciales y la protección judicial.  Sin embargo, el artículo 46(2), por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención Americana.  En consecuencia, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión, debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. Cabe aclarar que las causas y circunstancias específicas que el Estado sostiene han demorado la investigación serán analizadas en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

43.
Conforme a lo establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana para que una petición sea admitida por la Comisión se requiere que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva.  El artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

44.
Habiendo decidido previamente que la excepción a la regla del agotamiento de los recursos internos contenida en el artículo 46.2.c es aplicable, la CIDH debe determinar ahora si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  En este sentido,  la CIDH nota que la petición fue presentada el 9 de junio de 2000 con posterioridad al asesinato del señor Zapata.  En vista de las circunstancias específicas de esta petición, en particular el hecho de que el Estado se encontraba en conocimiento de la situación de riesgo de la presunta víctima, en tanto era beneficiaria de medidas cautelares dictadas por la CIDH, y teniendo en cuenta también los alegatos relacionados con la situación de presunta impunidad que permanecería hasta la fecha, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.

  

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

45.
No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1(c) y 47(d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

46.
A los fines de admisibilidad, corresponde a la Comisión decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como lo estipula el artículo 47(b) de la Convención, si la petición es “manifiestamente infundada” o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso c) del mismo artículo.  En esta etapa procesal corresponde a la Comisión realizar una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en dicho instrumento.  Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión de méritos del asunto
.

47.
Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.

48.
La Comisión observa que las peticionarias han presentado diversos alegatos relacionados con la presunta responsabilidad internacional del Estado colombiano por la muerte del señor Jesús Zapata que incluyen desde la situación de riesgo generada por su desplazamiento a causa del hostigamiento perpetrado por parte de miembros de la fuerza pública y grupos paramilitares y, en particular, por las presuntas actividades de inteligencia y su señalamiento como “subversivo” por parte de funcionarios del Estado, hasta la responsabilidad del Estado por su detención y asesinato del señor Zapata a causa de grupos paramilitares y el alegado incumplimiento de su obligación de protección a través de la implementación efectiva de las medidas cautelares solicitadas por la CIDH.  En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que dichos alegatos de las peticionarias sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de los hechos materia del reclamo podrían caracterizar en la etapa de fondo posibles violaciones a los derechos contenidos en los artículos 4, 5, 7, 11 y 22 en perjuicio del señor Jesús Ramiro Zapata. 
49.
Asimismo, la CIDH considera que los alegatos respecto de la falta de adopción de medidas a cargo del Estado para garantizar que el señor Zapata continuara realizando sus labores de defensa de los derechos humanos como docente sindicalista y miembro de organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos humanos, así como la posible relación entre la alegada ejecución de la presunta víctima por paramilitares y las actividades que ésta realizaba, de ser probados, podrían constituir violaciones a los artículos 13 y 16 de la Convención Americana
. 
50.
Por otra parte, la Comisión considera que los peticionarios no han presentado elementos suficientes para establecer la caracterización de una posible violación al artículo 2 de la Convención Americana, por lo que corresponde declarar dicha pretensión como inadmisible.

51.
En conclusión, la CIDH decide que la petición no es “manifiestamente infundada” ni resulta “evidente su total improcedencia”, y como resultado declara que el peticionario ha cumplido prima facie los requisitos contenidos en el artículo 47.b. de la Convención Americana con relación a potenciales violaciones de los artículos 4, 5, 8, 11, 13, 16, 22 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento.
V.
CONCLUSIONES
52.
La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por las peticionarias sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8, 11, 13, 16, 22 y 25, en concordancia con los artículos 1 y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. 
53.
Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1.
Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 4, 5, 7, 8, 11, 13, 16, 22 y 25 en conexión con los artículos 1 de la Convención Americana.

2.
Declarar inadmisible el presente caso con relación a los artículos 2 de la Convención Americana.

3.
Notificar esta decisión al Estado colombiano y a las peticionarias.

4.
Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 11 días del mes de julio de 2013.  A favor: José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González; Dinah Shelton (en disidencia sobre artículo 11); y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Ocurrida el 3 de mayo de 2000.
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